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Recordando asimismo el artículo XII y la regla I/1.2.3 
del Convenio internacional sobre normas de formación, 
titulación y guardia para la gente de mar, 1978 (Convenio 
de Formación), en adelante denominado «el Convenio», 
relativos a los procedimientos de enmienda aplicables a 
la Parte A del Código de formación, titulación y guardia 
para la gente de mar (Código de Formación).

Habiendo examinado, en su 79.º período de sesiones, 
las enmiendas a la Parte A del Código de Formación pro-
puestas y distribuidas de conformidad con lo dispuesto 
en el artículo XII.1).a).i) del Convenio,

1. Adopta, de conformidad con lo dispuesto en el 
artículo XII.1).a).iv) del Convenio, las enmiendas al Código 
de Formación cuyo texto figura en el anexo de la presente 
resolución.

2. Decide, de conformidad con lo dispuesto en el 
artículo XII.1).a).vii).2) del Convenio, que las enmiendas al 
Código de Formación anteriormente mencionadas consi-
derarán aceptadas el 1 de enero de 2006, a menos que, 
con anterioridad a esa fecha, más de un tercio de las Par-
tes en el Convenio o un número de Partes cuyas flotas 
mercantes combinadas representen como mínimo el 50% 
del tonelaje bruto de la flota mundial de buques mercan-
tes de arqueo bruto igual o superior a 100, hayan notifi-
cado sus objeciones a las enmiendas.

3. Invita a las Partes en el Convenio a que tomen 
nota de que, de conformidad con lo dispuesto en el 
artículo XII.1).a).ix) del Convenio, las enmiendas al Código 
de Formación adjuntas en el anexo entrarán en vigor el 1 
de julio de 2006, una vez que hayan sido aceptadas con 
arreglo a lo dispuesto en el párrafo 2 supra.

4. Pide al Secretario general que, de conformidad 
con lo dispuesto en el artículo XII.1.a).v) del Convenio, 
remita copias certificadas de la presente resolución y del 
texto de las enmiendas que figura en el anexo a todas las 
Partes en el Convenio.

5. Pide además al Secretario general que remita 
copias de la presente resolución y de su anexo a los Miem-
bros de la Organización que no sean Partes del Convenio.

ANEXO

ENMIENDAS AL CÓDIGO DE FORMACIÓN, TITULACIÓN 
Y GUARDIA PARA LA GENTE DE MAR

Cuadro A-VI/2-1. Especificación de las normas mínimas 
de competencia en el manejo de embarcaciones de super-
vivencia y botes de rescate que no sean botes de rescate 

rápidos

Respecto de la Competencia «Hacerse cargo de una 
embarcación de supervivencia o bote de rescate durante 
y después de la puesta a flote» (columna 1), se enmienda 
de la siguiente manera:

1. En la columna 2 se añaden los dos siguientes apar-
tados al final del séptimo párrafo: «Peligros relacionados 
con la utilización de los dispositivos de suelta con carga»; 
«conocimiento de los procedimientos de mantenimiento».

2. En la columna 3 se añade el siguiente texto al final 
del apartado 4: «y accionar los dispositivos de suelta con 
carga y sin carga».

3. En la columna 3 se añade el siguiente texto al final 
del apartado 5: «incluido el debido reajuste de los dispo-
sitivos de suelta con carga y sin carga».

4. En la columna 4 se añade el siguiente párrafo al final 
del último: «El equipo se hace funcionar de conformidad 
con las instrucciones del fabricante sobre suelta y reajuste».

Las presentes Enmiendas entraron en vigor de forma 
general y para España el 1 de julio de 2006 de conformidad 
con lo establecido en el artículo XII.1).a).IX) del Convenio.

Lo que se hace público para conocimiento general.
Madrid, 2 de febrero de 2007.–El Secretario General 

Técnico del Ministerio de Asuntos Exteriores y de Coope-
ración, Francisco Fernández Fábregas. 

MINISTERIO DE JUSTICIA
 3379 INSTRUCCIÓN de 7 de febrero de 2007, de la 

Dirección General de los Registros y del Nota-
riado, sobre requisitos registrales en la expedi-
ción de la certificación literal de nacimiento 
para la obtención del Documento Nacional de 
Identidad.

La entrada en vigor del Real Decreto 1553/2005, de 23 
de diciembre, por el que se regula la expedición del Docu-
mento Nacional de Identidad y sus certificados de firma 
electrónica, ha generado diversas dudas en la práctica 
registral relacionadas con la expedición de las certificacio-
nes literales de nacimiento que se solicitan para la obten-
ción del Documento Nacional de Identidad, particular-
mente centradas en los siguientes extremos: 1.º si en la 
certificación literal de nacimiento que expida el Encargado 
del Registro Civil debe dejarse constancia de que su expe-
dición es a efectos de la obtención del D.N.I.; y 2.º si se 
debe seguir dejando constancia en la inscripción de naci-
miento del interesado, mediante nota marginal, de la expe-
dición de la certificación a efectos de obtención del D.N.I.

El objeto de la presente Instrucción es despejar tales 
dudas, estableciendo los criterios y las directrices a que 
se habrá de ajustar la práctica registral en la materia indi-
cada, en beneficio de su conveniente uniformidad y de la 
deseable seguridad jurídica en una materia tan necesi-
tada de ella como es la del derecho de la nacionalidad.

I. El Registro Civil constituye la prueba preferente de 
la nacionalidad española. Unas veces existe una inscrip-
ción marginal en el asiento de nacimiento que acredita la 
recuperación o la adquisición sobrevenida de esta nacio-
nalidad; otras veces la confrontación de la inscripción del 
nacimiento en España de una persona con las inscripcio-
nes del nacimiento, también en España, de sus progenito-
res hace entrar en juego la presunción legal sobre la 
nacionalidad española de aquélla, conforme al artículo 68 
de la Ley del Registro Civil.

Otras veces, finalmente, hay una anotación al margen 
del asiento de nacimiento practicada como resultado del 
expediente para declarar la nacionalidad española con 
valor de presunción (cfr. art. 96 n.º 2 de la L.R.C.). En oca-
siones la tramitación de este expediente puede ser muy 
sencilla porque, si el Registro Civil no prueba lo contrario 
–a la vista de la oportuna certificación literal de naci-
miento del interesado– y si por las circunstancias del caso 
no hay elementos de sospecha de que aquél haya podido 
incurrir en causa legal de pérdida de la nacionalidad espa-
ñola, la posesión de ésta (cfr. artículo 338 RRC) unida a la 
manifestación del interesado de conservar su nacionali-
dad española (arg. artículo 363, II, RRC), justificará la 
aprobación del expediente. Recuérdese que, en cuanto a 
la prueba de la posesión de estado de la nacionalidad 
española, serán elementos favorables tener documenta-
ción española en vigor, haber otorgado como español 
algún documento público, haber comparecido con este 
carácter en el Consulado y otras conductas semejantes 
(cfr. Instrucción de 20 de marzo de 1991, apartado VI). En 
todo caso el expediente favorable da lugar a una anota-
ción obligatoria al margen del asiento de nacimiento 
correspondiente (cfr. artículo 340, II, RRC).

Estas aclaraciones sobre la prueba de la nacionalidad 
ya se contenían en el epígrafe VII de la Circular de este 
Centro Directivo de 22 de mayo de 1975, y se reiteraron en 
la más reciente Instrucción de 14 de abril de 1999, sobre 
certificado de nacionalidad española, que mantiene en 
este punto toda su vigencia.
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II. La conclusión del expediente puede dar lugar 
también a que el Encargado del Registro Civil del domici-
lio (cfr. artículo 335 RRC), sin necesidad de esperar a que 
se practique esa anotación expida a favor del interesado 
un certificado ad hoc (cfr. art. 33 R.R.C.) que le propor-
cione la prueba de su nacionalidad española. Tales certifi-
cados, que hacen fe salvo prueba en contrario con valor 
de simple presunción (cfr. art. 340-I R.R.C.), vienen a col-
mar un vacío que se hace sentir en ocasiones, más aún a 
la vista de las referencias a la prueba de la nacionalidad 
contenidas en Convenio del Consejo de Europa de 6 de 
noviembre de 1997 sobre nacionalidad y servirán para 
resolver cuestiones de prueba de la nacionalidad espa-
ñola que se plantean frecuentemente, sobre todo, a los 
españoles en el extranjero, tema que igualmente ha pre-
ocupado a la Comisión Internacional del Estado Civil cuyo 
Convenio n.º 28, adoptado en Lisboa el 14 de septiembre 
de 1999, tiene por objeto precisamente comprometer a 
todos los Estados contratantes a expedir un certificado de 
nacionalidad destinado a integrar la prueba de la naciona-
lidad de sus ciudadanos ante las autoridades de otros 
Estados contratantes (cfr. art. 2).

III. Hechas las aclaraciones anteriores, conviene 
advertir inmediatamente que en materia de prueba de la 
nacionalidad la normativa anterior coexiste con las nor-
mas reglamentarias que regulan el valor del Documento 
Nacional de Identidad. En este tema hay que comenzar 
recordando que el D.N.I., antes de la reciente reforma que 
se indicará, estaba regulado por el Decreto 196/1976, de 6 
de febrero, que le atribuía el carácter de documento admi-
nistrativo específico para probar la identidad de los nacio-
nales españoles, regulación que experimentó una rele-
vante modificación en virtud del Real Decreto 1245/1985, 
de 17 de julio, en cuyas disposiciones adicionales 1.ª, 2.ª 
y 3.ª se establece que «salvo prueba en contrario, el D.N.I. 
acredita, además de la identidad, la nacionalidad espa-
ñola del titular, su nombre y apellidos, nombre de los 
padres, sexo, fecha y lugar de nacimiento». La doctrina 
científica española había cuestionado la validez de estas 
disposiciones reglamentarias sobre el valor probatorio 
del D.N.I. en relación con la nacionalidad, considerando 
una parte importante de la misma que tales disposiciones 
eran nulas de pleno Derecho por infringir los principios de 
legalidad y jerarquía normativa consagrados en el artículo 
9 n.º 3 de la Constitución y acogidos por el artículo 1 del 
Código civil. En concreto se entendía que se vulneraba el 
principio de exclusividad probatoria que los artículos 2, 
68 y 96 de la Ley del Registro Civil atribuyen al Registro 
Civil en las materias propias de su objeto, considerando 
que, en consecuencia, no deben ser aplicados por las 
autoridades judiciales (vid. art. 6 L.O.P.J.) ni por las demás 
autoridades y funcionarios.

La doctrina oficial de este Centro Directivo, coinci-
diendo en lo esencial con la posición antes apuntada, 
elaboró una interpretación más matizada, particularmente 
desde la Resolución de 18 de mayo de 1990, sosteniendo 
que la presunción establecida por el Decreto de 1985 en 
cuanto al D.N.I. no es absoluta, al admitir prueba en con-
trario, pudiendo ser desvirtuada por otros documentos o 
datos que consten en el expediente y, además, afirmando 
que su ámbito material de aplicación se circunscribe 
exclusivamente al propio de los expedientes administrati-
vos, sin extenderse a los expedientes del Registro Civil 
que no tienen naturaleza administrativa, por ser su conte-
nido y objeto materia de Derecho privado y en los que 
rigen supletoriamente las normas procesales relativas a 
los expedientes de jurisdicción voluntaria, conforme al 
artículo 16 del Reglamento del Registro Civil. En concreto 
afirma la Resolución de 9 de marzo de 2000 que «Las cir-
cunstancias de que, sin título inscrito, el interesado haya 
sido considerado español por la Administración, haya 
cumplido el servicio militar obligatorio español y esté en 
posesión del correspondiente D.N.I., son errores de la 

Administración que podrán surtir otros efectos, como jus-
tificar que su residencia en España es legal a los efectos 
de la adquisición de la nacionalidad por residencia, pero 
no bastan para probar legalmente su actual nacionalidad 
española». En el mismo sentido la más reciente Resolu-
ción de 6 de noviembre de 2002 declara que «ni el D.N.I., 
ni el pasaporte, ni el Registro de Matrícula ni el cumpli-
miento del servicio militar acreditan la nacionalidad espa-
ñola».

IV. Esta interpretación es íntegramente aplicable a la 
nueva regulación que en materia de expedición del D.N.I. 
y sus certificados de firma electrónica se contiene en el 
reciente Real Decreto 1553/2005, de 23 de diciembre, que 
sustituye a la normativa antes citada, y cuyo artículo 1 
apartado 2.º afirma en relación con la naturaleza y efectos 
del D.N.I. que «Dicho documento tiene suficiente valor, 
por sí solo, para acreditar la identidad y los datos perso-
nales de su titular que en él se consignen, así como la 
nacionalidad española del mismo». Se trata, pues, de una 
norma que viene a reafirmar la ya sancionada por el Real 
Decreto de 17 de julio de 1985 y que, cabe entender, 
queda sometida en consecuencia a la misma crítica y a la 
misma necesidad de interpretación restrictiva que antes 
vimos respecto de su precedente normativo en el sentido 
de que su ámbito de aplicación no se puede extender al 
que es propio de los expedientes del Registro Civil.

V. Lo que sí ha cambiado es la modalidad de certifi-
cación registral necesaria para la obtención del D.N.I. En 
efecto, hasta la reciente reforma de 2005, el artículo 14 del 
Decreto 196/1976, de 6 de febrero, disponía que «Quienes 
soliciten el D.N.I. por primera vez estarán obligados a pre-
sentar extracto de certificado de acta de nacimiento del 
titular. Dicho certificado ha de ser expedido precisamente 
para obtener el documento nacional de identidad, de lo 
que quedará nota marginal en el Libro correspondiente 
del Registro, no pudiéndose extender otro para los mis-
mos fines, salvo que se haga constar ostensiblemente la 
repetición». Esta norma dio pie a que parte de nuestra 
doctrina científica interpretase que a través de la misma 
se materializaba el principio de competencia prioritaria 
del Registro Civil en materia de prueba de la nacionalidad, 
atribuyendo a la institución registral un control previo 
sobre la titularidad o no por parte del solicitante de la 
nacionalidad española, pudiendo en caso negativo dene-
gar la expedición de estas certificaciones especiales o «ad 
hoc», con el consiguiente efecto de imposibilitar la poste-
rior expedición a su favor del Documento Nacional de 
Identidad.

VI. Sin embargo, no fue ésta la interpretación que 
avaló la Dirección General de los Registros y del Nota-
riado que ya desde su Resolución de 1 de julio de 1992 
sentó una doctrina contraria que ha llegado hasta nues-
tros días, reflejada recientemente en la Resolución de 
20-2.ª de enero de 2004 en la que se afirma lo siguiente:

«II. A diferencia de lo que ocurre en los Registros 
Consulares y en el Central, en los que puede constar la 
advertencia de que la inscripción de nacimiento no acre-
dita la nacionalidad española del titular (cfr. art. 66 “fine” 
R.R.C.), en los Registros municipales situados en España, 
donde deben ser inscritos todos los nacimientos en ella 
acaecidos (cfr. art. 15 L.R.C.), no es tarea fácil, sin una ade-
cuada investigación, saber con certeza si al nacido le 
corresponde o no la nacionalidad española de origen. 
Piénsese que, aparte de los casos en que haya sobreve-
nido pérdida de la nacionalidad española y la misma haya 
sido inscrita, el Encargado no puede tener la seguridad, 
por el solo examen de la inscripción de nacimiento, de 
que al nacido le haya correspondido “ex lege” la naciona-
lidad española, dados los múltiples factores que han de 
ser analizados (“iure sanguinis” la nacionalidad española 
del progenitor consta por simple declaración no contras-
tada; “iure soli” habría que probar que uno de los proge-
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nitores ha nacido en España, que la legislación de los 
progenitores extranjeros no atribuye al hijo su nacionali-
dad o que, respecto del inscrito sin filiación, no está deter-
minada y atribuida la nacionalidad de los progenitores, 
etc.), aparte de que en ocasiones habrá que tener en 
cuenta las normas sobre nacionalidad española anterio-
res a las hoy vigentes.

III. Todo esto justifica que, si bien el Documento 
Nacional de Identidad debe expedirse sólo a los españo-
les y que para su primera expedición sea necesaria la 
presentación de una certificación de nacimiento librada 
con esta exclusiva finalidad (cfr. art. 14 del Decreto de 6 de 
febrero de 1976), ninguna norma registral ni administra-
tiva imponga al Encargado del Registro Civil el deber de 
cerciorarse, antes de expedir ese certificado de naci-
miento “ad hoc”, de que el nacido es español. Deberá 
pues, denegar la expedición de esta certificación si del 
texto del asiento se deduce, sin lugar a dudas, que al inte-
resado no le corresponde la nacionalidad española, pero 
en los demás casos el Encargado podrá librar la certifica-
ción y será después a los órganos competentes a quienes 
corresponderá decidir si efectivamente el titular es espa-
ñol y tiene derecho por ello a obtener el Documento 
Nacional de Identidad.»

Los órganos competentes a que se refiere esta Resolu-
ción son las autoridades del Ministerio del Interior que 
tienen atribuidas estas funciones, a través de la Dirección 
General de la Policía. Esta interpretación es congruente 
con la propia doctrina de la Dirección General de los 
Registros y del Notariado antes reseñada relativa al valor 
probatorio de la nacionalidad del D.N.I., esto es, el hecho 
de que este documento carezca de la condición de ele-
mento de prueba del estado civil de español ante el Regis-
tro Civil justifica que no sea precisa una calificación sus-
tantiva en profundidad por parte del Encargado del 
Registro en el momento de expedir la certificación exigida 
por el Decreto de 6 de febrero de 1976. Sólo entendiendo 
que el D.N.I. tiene valor probatorio pleno de la nacionali-
dad, y no sólo en el ámbito limitado de los expedientes 
administrativos, cabría advertir si no una contradicción 
entre las dos líneas doctrinales resultantes de la jurispru-
dencia registral, sí una incongruencia entre las mismas. 
No hay tal incongruencia precisamente porque no hay tal 
valor probatorio pleno.

VII. Como hemos visto, la nueva regulación conte-
nida en el reciente Real Decreto 1553/2005, de 23 de 
diciembre, ha modificado el anterior marco normativo y, 
en concreto, respecto del singular aspecto ahora exami-
nado prescinde del certificado en extracto «ad hoc» y lo 
sustituye por una certificación literal de nacimiento, expe-
dida con una antelación máxima de tres meses, como 
documento necesario para formalizar la solicitud de expe-
dición de D.N.I. (cfr. art. 5 n.º 1-a R.D. 1553/2005). Esta 
modificación resulta de nuevo congruente con la jurispru-
dencia registral últimamente enunciada, ya que si no es el 
órgano registral que expide la certificación el que ha de 
realizar el control de españolidad del solicitante, resulta 
lógico que se aporten a quienes han de realizar dicho con-
trol, esto es a las autoridades competentes de la Dirección 
General de la Policía, y con los efectos administrativos 
limitados que cabe atribuirle a dicho control, todos los 
datos con que cuenta el propio Registro relativos a la per-
sona del interesado, incluyendo los relativos a la filiación, 
que sólo puede probarla una certificación literal y no una 
en extracto (cfr. art. 30 R.R.C.) dada la gran virtualidad que 
en nuestro sistema legal de la nacionalidad tiene el «ius 
sanguinis».

VIII. Paralelamente, la Disposición derogatoria única 
del Real Decreto 1553/2005 declara derogados, entre otras 
disposiciones, el Decreto 196/1976, de 6 de febrero, lo que 
incluye su artículo 14 en el que se disponía que de la expe-
dición del certificado «ad hoc» quedara constancia en los 

libros registrales a través de nota marginal, mecanismo 
que facilitaba el control posterior de los requisitos a que 
se subordinaba la renovación del D.N.I. o la obtención de 
duplicados en caso de pérdida o sustracción, evitándose 
así que una misma persona pueda llegar a estar en pose-
sión de dos o más D.N.I. (vid. arts. 7 y 8 R.D. 1553/2005). A 
pesar de que la derogación indicada hace decaer estos 
efectos preventivos de las situaciones de duplicación de 
D.N.I. descritas, y sin perjuicio de las consideraciones que 
esta materia deba merecer de «lege ferenda», no cabe 
suplir por meras prácticas registrales –en este caso por 
medio de la extensión de oficio de notas marginales de 
expedición de certificaciones– desprovistas de la corres-
pondiente norma legal o reglamentaria de cobertura lo 
que es fruto de una modificación normativa clara, prác-
tica registral que, además, inevitablemente carecería de la 
necesaria uniformidad, lo que generaría a su vez confu-
sión e inseguridad jurídica.

IX. Ahora bien, con independencia de que el núme-
ro 2 de la Disposición final segunda del Real Decreto 1553/
2005 habilita a los Ministros del Interior, de Justicia, de 
Economía y Hacienda, de Industria, Turismo y Comercio y 
de Administraciones Públicas para que dicten, en el 
ámbito de sus respectivas competencias, cuantas disposi-
ciones sean necesarias para el desarrollo y aplicación de 
este Real Decreto, no puede dejar de señalarse que en 
materia de notas marginales en los Registros civiles, a 
diferencia de lo que sucede respecto de las demás moda-
lidades de asientos, no rige el criterio del «numerus clau-
sus», pudiendo ordenarlas este Centro Directivo al 
amparo de la previsión expresa contenida en tal sentido 
en el artículo 158 del Reglamento del Registro Civil, con-
forme al cual «La Dirección General podrá ordenar notas 
de referencia a asientos de expedición de determinadas 
certificaciones y de cumplimiento o advertencia de obli-
gaciones impuestas a los Encargados». Es por ello que la 
consulta planteada da ocasión para analizar la convenien-
cia de que por parte de este Centro Directivo se haya uso 
de la facultad atribuida en el trascrito precepto con objeto 
de suplir la derogación de la previsión que se contenía en 
el artículo 14 del Decreto 196/1976, de 6 de febrero. Y a 
tenor de lo hasta ahora razonado no puede dudarse de la 
utilidad práctica de las citadas notas marginales y de la 
indicación de su extensión en la propia certificación 
librada toda vez que con ello se facilita el control de las 
normas que rigen la renovación y emisión de duplicados 
del D.N.I., así como el control preventivo o cautelar, a tra-
vés de la calificación registral previa a la expedición de la 
certificación, de los casos en que manifiestamente el soli-
citante, a la vista del contenido del Registro, no ostente la 
nacionalidad española (cfr. Resolución de 20-2.ª de enero 
de 2004).

Finalmente, dado que en los Registros civiles informa-
tizados mediante el aplicativo Inforeg las certificaciones, 
tanto literales como en extracto, se expiden directamente 
a partir de los datos almacenados en las bases informati-
zadas, sin que, como regla general, sea preciso el cotejo 
de los mismos con los que figuran en los libros de inscrip-
ciones (vid. art. 6 n.º 1 de la Orden de 19 de julio de 1999 
sobre informatización de los Registros Civiles), y con 
objeto de beneficiar la agilidad en el trámite de la expedi-
ción de las certificaciones exclusivas para la obtención del 
D.N.I., eludiendo la necesidad de la manipulación física de 
los libros registrales, se prevé que la nota marginal de 
referencia al acto de la expedición quedará suplida por su 
constancia o «huella» meramente informática, lo cual se 
ve facilitado por la circunstancia de que las notas margi-
nales llamadas de referencia, como es la ahora contem-
plada, tienen un valor informativo meramente interno de 
oficina a fin de facilitar el funcionamiento ordinario del 
Registro, sin alcance jurídico sustantivo alguno.

En su virtud, esta Dirección General, en ejercicio de 
las competencias que le vienen atribuidas por el artículo 9 
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de la Ley del Registro Civil, 41 y 158 de su Reglamento y 4 
del Real Decreto 1475/2004, de 18 de junio, ha acordado 
ordenar:

1.º Que en las certificaciones literales de nacimiento 
que expidan los Sres. Jueces y Cónsules Encargados de 
los Registros Civiles españoles quede reflejada la cons-
tancia de que su expedición tiene lugar al sólo efecto de la 
obtención del Documento Nacional de Identidad.

2.º Que se deje constancia en la inscripción de naci-
miento del interesado, mediante nota marginal, de la 
expedición de la certificación a efectos de obtención del 
Documento Nacional de Identidad.

3.º En los Registros Civiles informatizados mediante 
el aplicativo Inforeg la nota marginal a que se refiere el 
punto anterior quedará suplida por la correspondiente 
constancia informática en el aplicativo de la expedición 
de la certificación, sin necesidad de su impresión física en 
la hoja registral en que conste la inscripción de naci-
miento del interesado.

Madrid, 7 de febrero de 2007.–La Directora General de 
los Registros y del Notariado, Pilar Blanco-Morales Limo-
nes. 
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 3380 RESOLUCIÓN de 5 de febrero de 2007, de la 
Dirección General de Coordinación Financiera 
con las Entidades Locales, por la que se desa-
rrolla la información a suministrar por las cor-
poraciones locales relativa al esfuerzo fiscal y 
su comprobación en las Delegaciones de Eco-
nomía y Hacienda.

La Ley 42/2006, de 28 de diciembre, de Presupuestos 
Generales del Estado para 2007, establece, en su artículo 
86, la fórmula para el cálculo del esfuerzo fiscal de los 
Municipios, necesario para proceder a la liquidación defi-
nitiva de la participación de los Municipios en los tributos 
del Estado correspondiente a 2007. Esta fórmula se desa-
rrolla en términos análogos a los ejercicios anteriores.

Asimismo, en virtud de la citada Ley, el 30 de junio de 
2007 se considera fecha límite de presentación de la infor-
mación sobre esfuerzo fiscal ante las Delegaciones Pro-
vinciales de Economía y Hacienda.

Al objeto de facilitar a los Ayuntamientos el cumpli-
miento de esta obligación, esta Dirección General ha dic-
tado la presente Resolución, con arreglo a la habilitación 
establecida en el artículo 104 de la Ley 42/2006 antes men-
cionada.

Apartado 1. nformación a suministrar por las Corpo-
raciones Locales. Para calcular el esfuerzo fiscal municipal 
con la mayor precisión, se requiere la información que, con 
carácter básico y complementario, se cita en los apartados 
siguientes.

1.1 Información básica: Los Ayuntamientos deberán 
aportar certificación de los siguientes datos referidos al 
ejercicio 2005:

a) Recaudaciones líquidas de los siguientes tributos:
Impuesto sobre Bienes Inmuebles, tanto de naturaleza 

urbana, incluyéndose en su caso la recaudación por bie-

nes inmuebles de características especiales, como de 
naturaleza rústica.

Impuesto sobre Actividades Económicas.
Impuesto sobre Vehículos de Tracción Mecánica.

b) Base Imponible del Impuesto sobre Bienes Inmue-
bles de naturaleza urbana. Siempre que se cite la base 
imponible del Impuesto sobre Bienes Inmuebles se enten-
derá en los términos de la disposición adicional novena 
del Texto Refundido de la Ley Reguladora de las Hacien-
das Locales, aprobado mediante el Real Decreto Legisla-
tivo 2/2004, de 5 de marzo, que establece que las bases 
imponibles del mencionado impuesto a considerar en el 
cálculo del esfuerzo fiscal, a efectos de la distribución de 
la participación en tributos del Estado a favor de los ayun-
tamientos, «... se corresponderán con el importe de los 
valores catastrales minorados en la cuantía de la reduc-
ción establecida en esta Ley que, en su caso, corresponda 
a los inmuebles del municipio en cada ejercicio econó-
mico». (artículos 65 a 70 del citado Texto Refundido).

c) Tipos impositivos aplicados del Impuesto sobre Bie-
nes Inmuebles, tanto de naturaleza urbana como rústica.

d) Cuota tributaria total exigible en el municipio por 
el Impuesto sobre Actividades Económicas.

Estos datos se proporcionarán por los Ayuntamientos 
utilizando el modelo de certificado recogido en el Anexo 
de esta Resolución, que será solicitado por aquellos o 
facilitado por las Unidades de Coordinación con las 
Haciendas Locales y Autonómica de las Delegaciones 
Especiales y Provinciales de Economía y Hacienda de la 
Administración del Estado.

1.2 Información complementaria: En el caso de que 
la gestión recaudatoria esté encomendada a otro ente 
territorial a cuya demarcación pertenezcan los Ayunta-
mientos, con el que se hubiere formalizado el correspon-
diente convenio o en el que se hubiere delegado esta 
facultad, se deberá remitir además certificado de la recau-
dación obtenida por aquel ente, el cual deberá emitirlo en 
cumplimiento de la obligación dimanante de las relacio-
nes interadministrativas a las que hace referencia el 
artículo 55 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de 
las Bases de Régimen Local.

En el documento que expida el órgano competente 
deberá quedar constancia de que los ingresos correspon-
den al ejercicio 2005 y que han sido recaudados dentro 
del período voluntario. Igualmente, habrá de especifi-
carse que la recaudación líquida por el Impuesto sobre 
Actividades Económicas contenida en las certificaciones 
expedidas, corresponde exclusivamente a ingresos muni-
cipales, excluidos en su caso los recargos a favor de Entes 
provinciales y las cuotas nacionales y provinciales.

Apartado 2. Remisión de la información a las Dele-
gaciones de Economía y Hacienda.–Los Ayuntamientos, 
reunida la información citada en el apartado 1, la remiti-
rán a la Delegación de Economía y Hacienda de su Provin-
cia antes del día uno de julio de 2007, según establece el 
artículo 104 de la Ley 42/2006, de 28 de diciembre, de Pre-
supuestos Generales del Estado para 2007.

A aquellos Municipios que no aporten la documentación 
anterior en las condiciones señaladas les será de aplicación, 
a efectos de practicar la liquidación definitiva de su partici-
pación en los tributos del Estado correspondiente a 2007, el 
coeficiente mínimo del esfuerzo fiscal medio calculado en 
los términos del último párrafo del artículo 104 citado.

Apartado 3. Comprobación de la información sumi-
nistrada por las Corporaciones Locales.

3.1. Los responsables de las Unidades de Coordina-
ción de las Delegaciones de Economía y Hacienda propor-
cionarán a los Ayuntamientos el modelo de certificado 
incluido en el anexo de esta Resolución. Una vez recibido 
éste, debidamente cumplimentado y documentado, com-


